Carátula 


(Ocupa la presidencia la senadora Ayala) 
SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 10:12). 
—Dese cuenta los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


, «1) Informe del Banco Central del Uruguay en relación al proyecto de ley del señor senador 
Alvaro Delgado por el que se propone la reactivación de empresas disueltas en aplicación de la Ley n.? 
19288, de 26 de setiembre de 2014. 


2) Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas. Creación de una prestación 
pecuniaria de asistencia. Nuevo mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Carpeta n.* 824/2017 — 
Distribuido n.* 1318/2017. 


3) Tarjetas corporativas a favor de directores y gerentes de entes autónomos y servicios 
descentralizados. Proyecto de ley con exposición de motivos del señor senador Pablo Mieres. Carpeta 
n.* 826/2017 — Distribuido 1314/2017. 


4) Inclusión financiera. Modificaciones a la Ley n.” 19210, de 29 de abril de 2014. Proyecto de 
ley con exposición de motivos del señor senador Luis A. Heber. Carpeta n.* 829/2017 — Distribuido n.* 
1315/2017. 


5) Inclusión financiera. Se prorroga la entrada en vigencia de los artículos 35, 36, 40 y 41 de 
la Ley n.* 19210, de 29 de abril de 2014. Proyecto de ley con exposición de motivos del señor senador 
Pedro Bordaberry. Carpeta n.* 830/2017 — Distribuido 1316/2017». 


(Ingresa a sala una delegación de la Asociación de Escribanos del Uruguay). 


—Trasmito las disculpas del señor senador Delgado, que es quien preside esta comisión, por 
haberse retrasado, pero está pronto a llegar. 


La Comisión de Hacienda tiene el gusto de recibir a una delegación de la Asociación de 
Escribanos del Uruguay. 


Tenemos en nuestro poder el proyecto de ley de inclusión financiera que ustedes han 
acercado a la comisión y estamos abiertos a escucharlos. 


SEÑORA RAMÍREZ.- En primer lugar, quiero agradecer a la comisión por recibirnos, porque 
consideramos que esta es una instancia muy importante y sabemos que tenemos mucho para aportar 
en estos temas porque, justamente, nuestra materia prima es el derecho. 


Corresponde que haga uso de la palabra la opinión oficial de la Asociación de Escribanos del 
Uruguay en todo lo que tiene que ver con los temas académicos, que es nuestro instituto de 
investigación y técnica notarial. 


SEÑORA CIANCIARULO.- Junto con el escribano Roque Molla —que me acompaña- y con otros 
compañeros que no pudieron venir, hace ya tres años, desde que se surgió esta ley, que estamos 
haciendo un estudio detallado y hemos realizado varias sugerencias, tanto en el Ministerio de 


Economía y Finanzas como, incluso, en este recinto. Ahora otra vez venimos a planear algunos temas 
prácticos que nos inquietan y que creo que pueden ser de gran utilidad para todos. 


¿Qué sucede? Todos sabemos que en esta región existen leyes de inclusión financiera o de 
bancarización, pero cuando en Uruguay se accede a los mismos artículos que reglamentan una 
compra de un consumidor y se lleva a una operación jurídica nos encontramos con dificultades y 
venimos a plantear algunas de ellas. 


En primer lugar, el inciso segundo del artículo 1.* de la Ley n.* 19210 establece que los pagos 
efectuados a través de medios de pago electrónicos  —que son los que menciona la misma ley— 
producen efecto cancelatorio. Esto, desde el punto de vista jurídico, puede llegar a crear una gran 
dificultad porque de acuerdo con el tenor de la ley interpretamos que al decir «los pagos efectuados» 
está refiriéndose a que cuando se realiza el pago, es decir, cuando se utiliza la tarjeta de crédito o el 
medio de transferencia electrónica ya se está produciendo el efecto cancelatorio. La otra parte en 
nuestro caso sería un vendedor, una persona que está enajenando y de repente no se hace de ese 
dinero. Este no es un tema nuevo; ya está sucediendo hoy sin ley vigente porque muchas veces se 
hacen transferencias, preferentemente de Uruguay al extranjero o viceversa, y ha sucedido —nos 
consta por la práctica— que el dinero no se acredita en la cuenta. Hoy por hoy existe la posibilidad de 
pedir la ejecución del contrato, pero con la ley vigente que dice que el pago produce efecto cancelatorio 
eso no sucedería porque ya la norma está estableciendo que por el hecho de pagar se produce el 
efecto cancelatorio. Nos consta que hay algunos autores —e incluso en el Ministerio de Economía y 
Finanzas se nos trasmitió- que entienden que el pago es considerado a buen fin, es decir que hasta 
que no se acredite no se produce la cancelación, pero nosotros estimamos que no es lo que dice la 
redacción de la ley, sino que por realizarse el pago ya se va a producir el efecto cancelatorio. Nos 
parecería prudente que se llegara a una solución similar a la de la ley de títulos valores o a la de 
cheques, que establecen que para que se produzca la extinción de la relación causal, es decir, la que 
dio origen a ese título valor, se deba decir en forma expresa. Sería muy prudente que la ley 
estableciera que produce efecto cancelatorio, salvo que las partes acuerden otra cosa o si no que 
directamente diga que produce efecto cancelatorio siempre que se considere a buen fin. Eso tiene que 
quedar claro porque si no, desde el punto de vista de la actuación profesional, va a causar problemas. 


Otro tema que nos interesa y que es absolutamente práctico, refiere a los artículos 35, 36, 40 
y 41 —que son los que más involucran a los escribanos y a los profesionales del derecho en general— 
pues cada una de esas disposiciones menciona distintos medios de pago. Es más, en el artículo 35 ni 
siquiera se mencionan medios de pago; se dice directamente que no se puede usar efectivo. Esta 
situación de cambio, de por sí, crea caos, a lo que hay que sumar el análisis del artículo que nos toca 
y ver qué medios de pago se utiliza, porque si no se usa el indicado, de pronto estamos en infracción, 
lo que puede acarrear importantes consecuencias. 


Entonces, la sugerencia es que un solo artículo establezca los mismos medios de pago para 
los cuatro casos, de manera que uno sepa que esos son los que permite la ley, además de los medios 
de pago electrónicos que ya están previstos. 


Por otro lado, en relación con los medios de pago, queremos hacer referencia a algo que ya 
se ha trasmitido en otras oportunidades. Los artículos 40 y 41 dicen que se puede pagar con letra de 
cambio cruzada, a nombre del adquirente. Insistimos que desde el punto de vista de la práctica del 
ejercicio profesional, esto puede crear problemas porque el escribano puede tener como seña en su 
cuenta —por un negocio que se va a hacer más adelante— una letra de cambio a nombre del adquirente, 
pero si no llega a concretarse el negocio, para poder hacerse del dinero, el que entregó la letra está 
sujeto a la voluntad del adquirente, que es quien tendrá que realizar el endoso. 


Además, ya se manifestó también que crea problemas en algo que es muy usual y que 
muchos de ustedes lo pueden haber vivido incluso a título personal; me refiero a los negocios que en la 
jerga se llaman «encadenados». En estos casos, muchas veces se hace una compra-venta y en ese 
mismo momento el que vendió pasa a ser comprador y así sucesivamente. Se pueden hacer tres, 
cuatro o cinco en el día, con diferentes escribanos. La Ley n.* 19478 intentó mejorar eso y estableció 
que se podía utilizar la misma letra de cambio a nombre del primer adquirente y que en todas las 
escrituras siguientes se mencionara de dónde provenía la primera. Imagínense que en una cuarta 


escritura habría que decir que se tomó una letra de cambio en la primera y que Fulano le vendió a 
Zutano, etcétera. Con ello se están violando derechos personales porque la gente en común no tiene 
por qué saber qué compré o qué vendí. Eso se eliminaría quitando «a nombre del adquirente». Así 
como los legisladores establecieron los cheques a la orden, también puede haber letras que no estén a 
nombre del adquirente. Esta es otra sugerencia que queríamos hacer. 


Por último, respecto a los honorarios profesionales —ello ya está rigiendo para todos los 
montos— también solicitamos si se pudiera tomar en cuenta lo mismo que se consideró para los no 
dependientes pero que no son profesionales. En ese caso, se dispuso un mínimo de 2.000 Ul en 
adelante, y para lo que estaba por debajo de ese monto —o sea, alrededor de $ 7.000— no se aplicaría 
la ley de inclusión financiera. Esto daría muchas facilidades porque estamos hablando de pequeños 
montos. En nuestra profesión, tener que exigir al cliente que haga el depósito o la transferencia para la 
expedición de certificados o testimonios -que muchas veces son trámites normales para nosotros y de 
escaso valor—, no agrega nada a la intención del legislador pero entorpece mucho la actuación. 
Inclusive acá hay muchos escribanos del interior que desde ese punto de vista van a poder hacer más 
manifestaciones al respecto. 


SEÑOR MOLLA.- Buenos días. Soy profesor titular de obligaciones y contratos de la Facultad de 
Derecho de la Universidad de la República. Como mencionó la profesora Cianciarulo, integro la 
comisión interdisciplinaria donde se convoca a distintas disciplinas jurídicas para el análisis de esta ley. 


Me permito señalar que delegaciones llamadas gremiales vienen al Parlamento a plantear sus 
problemas, en definitiva, sus reivindicaciones —por supuesto que es legítimo—, pero como sucede en 
general con la Asociación de Escribanos del Uruguay —más allá de que se considere un gremio-—, sin 
duda la tarea está en otro escenario, no en el de pretender reivindicaciones laborales o de lo que fuere, 
sino de analizar jurídicamente las disposiciones legales que están en curso o que eventualmente están 
proyectadas. En ese sentido, hago referencia a mi maestro, el gran profesor Eugenio Cafaro, que decía 
que el profesional de derecho, el escribano, tiene su ámbito de aplicación en lo que corresponde a su 
disciplina, pero también tiene una obligación con la sociedad civil que es su condición de legista, en el 
entendido de propender a que las leyes se sancionen de la mejor manera desde el punto de vista 
jurídico. 


En ese orden de ideas es que nosotros pretendimos realizar el trabajo con responsabilidad, 
respecto a lo que es la primera ley, la n.* 19210 sobre inclusión financiera, y con una expresión que 
compartimos porque convoca la posibilidad de incluir a toda la sociedad civil en la actividad financiera y 
no queda reservada a determinados sectores, pero en nuestro análisis señalamos críticas importantes 
al discurso de la ley que, como llamo muchas veces, es empírico, casuístico y no corresponde que una 
norma de esta envergadura tenga esa características. Es más, es un discurso errático y más aún con 
la modificación que introdujo la ley posterior, la n.* 19478, que ha sembrado dudas de gran magnitud. 


Para terminar con esta crítica que estamos haciendo, porque hablar feo no le gusta a nadie 
pero es lo que corresponde, agrego lo siguiente: hay un problema coyuntural o de oportunidad y otro 
de fondo. El problema coyuntural o de oportunidad es que evidentemente el sector de la administración 
ha detectado, con acierto, que no están dadas las condicionantes para que esta ley se aplique, y por 
eso hay prórrogas habilitadas por la ley primigenia. Llegamos a un instancia en que la Ley n.” 19478 
sustituye los artículos que llamamos vinculados a la contratación formal, de porte y de envergadura 
económica que es adonde apunta, justamente, la legislación, a que desaparezca de circulación el 
dinero físico y que se trabaje con el dinero —mal llamado- bancarizado, en definitiva, a través de los 
medios electrónico de pago. ¿Qué sucede? El legislador, que como todos sabemos es el titular de la 
función legislativa en un régimen democrático y republicano de gobierno como el nuestro, tomó la 
decisión, a través de la Ley n.* 19478, de sustituir estos artículos que, reitero, convocan a los negocios 
de porte tomando la recomendación que oportunamente hicimos en el ministerio en cuanto a que no se 
tratare de una enumeración que siempre es, de alguna manera, traicionera porque puede faltar algún 
tipo de negocio y allí recurrió a una denominación genérica que abarca prácticamente a todos —algunas 
críticas fueron de recibo—; por eso digo que esto es un cúmulo de errores, aunque a veces ahí está el 
éxito: a través de los errores de otros. 


Concretamente, pues, ¿qué sucede? El legislador sustituye el discurso, reitero, esa 
enunciación de negocios —incluso algunos con errores técnicos en cuanto a su denominación-, pero a 
la vez toma una decisión. ¿Qué decisión? Dar a la ley una fecha de entrada en vigencia: 1.* de julio de 
2017. Esta es una decisión legislativa. ¿A qué me refiero? La ley primigenia, n.* 19210 —cuya vigencia 
operó el 19 de mayo de 2014- había facultado al Poder Ejecutivo esto puede hacerlo el legislador; 
entendemos que el legislador debe ser avaro, pero lo hizo— a prorrogar la vigencia de la ley por un año. 
El año, nos guste o no, termina a los 365 días del 19 de mayo de 2014. Esto es un hecho que el 
legislador posterior no puede desconocer y si quiere prorrogar o dar nuevamente esa facultad al Poder 
Ejecutivo, en esta ley sustitutiva debió haber marcado esa posibilidad. No lo hizo. Como no lo hizo y el 
derecho es una ciencia, hay que resolver la situación de acuerdo con el método científico que marca el 
derecho como tal. 


Digo esto porque en la visita que hicimos en el Ministerio de Economía y Finanzas —donde 
fuimos atendidos muy deferentemente, sobre todo por su titular en esta materia, el economista 
Vallcorba—, se nos comunicó que la opinión generalizada de esa institución —espero que no sea 
también la del Parlamento- y, a la vez, de algunos sectores de opinión es que como se trata de normas 
sustitutivas de la ley primigenia, n.? 19210, dichas normas encastran en la ley original y, por tanto, 
automáticamente el artículo 45 de esa ley original puede aplicarse como prórroga de la fecha que 
marcó el legislador en la segunda ley para su entrada en vigencia. Discúlpenme, pero ¡esto es un error 
de método! ¿Por qué? Es un error de método, ¡y cuidado!, en el que incurrimos, incluso por supuesto 
como consultor, muchas veces en nuestras apreciaciones empíricas, de resolver los problemas 
empíricos en función de lo que nos parece más conveniente o mejor, o de lo que creemos necesario. 
¡Esto es un error! Los problemas jurídicos se resuelven de acuerdo con el método jurídico que marca la 
ley, sobre todo en materia de interpretación de las leyes, campo en el que justamente nos rigen normas 
de esa naturaleza, normas de imperio. ¡No son consejos; son normas de imperio establecidas en el 
título preliminar del Código Civil! 


(Ocupa la presidencia el senador Delgado). 


¿A qué voy? Cuando el legislador toma la decisión, en la Ley n.” 19478, de establecer una 
fecha de entrada en vigencia, reitero que fue él que decidió que fuera el 1." de julio de 2017. Y si quiso 
nuevamente facultar al Poder Ejecutivo —reitero: facultades que en muchos casos nos lucen excesivas, 
como fue el caso de la ley de usura, que ha generado grandes problemas con esa mal llamada 
delegación al Poder Ejecutivo, porque la delegación opera solamente en la Administración y no de 
poder a poder pues, de lo contrario, se conculcaría el principio de separación de poderes— por este 
procedimiento empírico, diría casero —discúlpeseme la expresión—, de que como se tiene el artículo 45 
nos agarramos de eso para, por decreto, prorrogar la ley, eso no es legal. ¡Es ilegal! El decreto de 
usura es ilegal, como lo he criticado muchas veces, con poco rating, pero uno tiene que manejarse con 
las coordenadas que le parece que corresponde. Esto no es menor porque en nuestra disciplina 
estamos en lo que se llama —si se quiere de forma equivocada pero que tiene su gancho- la 
jurisdicción preventiva, el antes de. El procesador del derecho se encuentra en la encrucijada de decir: 
actúo, no actúo, esto es válido, esto es nulo, ni más ni menos. 


Por otra parte, quiero señalar dos aspectos. El primero es que ya la sociedad civil ha captado 
la situación y hay instituciones bancarias que discuten que sí y que no, que el decreto es ilegal, que el 
decreto es legal. ¡Así no se puede manejar una ley de la magnitud y de la trascendencia de esta 
norma! 


Como dijo nuestra presidenta, la comisión interdisciplinaria, que es la voz oficial de la 
Asociación de Escribanos del Uruguay, ha marcado la cancha al decir que para tranquilidad de todos, 
para cumplir con el principio constitucional de seguridad jurídica correspondería —si se quiere, si el 
Poder Legislativo quiere— que una ley postergara su entrada en vigencia que va a ser el 1.* de julio. 


En segundo lugar quiero reiterar que no venimos a manejarnos como gremio y a reivindicar 
fuentes de trabajo ni nada por el estilo sino como juristas; en tal sentido deseo plantear una situación 
que nos preocupa enormemente. Como dije, la ley tiene errores conceptuales, tiene graves errores de 
técnica legislativa, confunde negocios y deja afuera negocios importantes más allá de reformas que se 
han hecho, a las que ya nos hemos referido y creo que correspondería que eleváramos nuestro 


informe al respecto. En primer instancia esta ley estableció algo que, como señalé en su momento —y 
el señor senador Heber lo recordará—, no responde a la técnica legislativa moderna; la técnica 
legislativa no establece unidades absolutas. En el mundo contemporáneo las unidades absolutas 
prácticamente están exiliadas del derecho moderno; todo se reduce a las posibilidades de mal llamada 
subsanación, un enervamiento de la acción de nulidad por la vía que fuera. Pues bien, la ley primigenia 
estableció —con rigor draconiano, formalista al extremo- que si no se incluían los instrumentos, el 
medio de pago utilizado, derivaba en nulidad absoluta. Esto es un disparate a nivel moderno. Por 
suerte en distintos ámbitos fuimos escuchados y esto se solucionó en la ley sustitutiva. Hasta ahí 
vamos bien. Se solucionó como corresponde. Si se hubiera trabajado como era debido con el medio de 
pago indicado por la ley, esto se habría subsanado a través del propio escribano que lo acredita dando 
fe pública o como fuere y de esa forma se salía del escenario de nulidad absoluta. Voy a leer la parte 
final del artículo 40 de la Ley n.* 19210 que elimina la nulidad absoluta y eso está bien porque traslada 
la situación a la oponibilidad que da la información registral, y dice: «Los registros públicos no 
inscribirán en forma definitiva los actos antes relacionados que no cumplan con las individualizaciones 
y constancias señaladas precedentemente» -—y acá viene el tema- «o cuyos medios de pago sean 
distintos», subrayo distintos, «a los previstos en el presente artículo». En este último caso, cuando se 
emplean medios de pago distintos lo que sucede es que la inscripción definitiva podrá efectuarse una 
vez que se presente el comprobante de pago de la multa prevista en el artículo 46 de la presente ley. 
Por lo que hemos visto en distintos ámbitos e incluso en el ministerio, parecería que si se hace una 
lectura lineal de la norma o interpretamos literalmente lo que dice se entendería que con «medios de 
pago distintos» se habilitaría a pagar en efectivo una operación de USD 100.000 o de USD 200.000 — 
es cierto que en cualquier sociedad organizada el medio de pago por excelencia es el dinero físico, el 
papel moneda o el dinero en metal-, pero lo que sucede es que no se pagaría a través de los medios 
de pago inaugurados por la ley ni la multa. Y es grave, ya sabemos que la multa es pesada, es de un 
25 %. Por supuesto, se dice que cuando uno está muy convencido de algo es cuando más equivocado 
está, pero en este caso entendemos que la comisión está en lo cierto y este es el tema del derecho. En 
los asuntos de derecho no se trata de tener razón sino de ir a la verdad de la situación; la tarea de un 
investigador es ir a la verdad. La palabra «método» significa «camino hacia»; en este caso, sería el 
camino hacia la verdad. ¿A qué vamos? Si esta interpretación es la correcta, si se puede pagar en 
efectivo una operación de porte, es decir, de USD 100.000 o USD 200.000 —hablo en dólares porque 
desde el Decreto Ley n.* 14500 el dólar prácticamente ha sustituido a la moneda nacional en las 
operaciones de porte lo digo con total responsabilidad, como profesor titular en derecho de 
obligaciones y contratos—, pero esa es otra discusión y, como podrán ver, estoy como el renegado de 
Kautsky, planteando solo discrepancias. 


¿Qué hay en esta interpretación? Una vez más vamos al método y, en ese sentido, aquí hay 
un error de método de interpretación de la ley. ¿Por qué? Porque existe algo que siempre menciono en 
mis clases; sucede que siempre tiene mucho más éxito el error que el acierto, la mentira que la verdad, 
el rumor que la noticia. ¡Es así! En este caso, tiene mucho más éxito una interpretación literal abrigada 
en que, de acuerdo con el método de interpretación de la ley, si la letra es clara hay que suspender la 
tarea de investigación. ¡Este es un error grave! La ciencia jurídica, sobre todo la del siglo XX, ha 
avanzado y ya nadie discute que no se trata de métodos que se suceden, sino que todos los métodos 
de interpretación deben convocarse para llegar a la verdadera solución. Por ello prefiero utilizar una 
expresión del mayor jurista alemán del siglo XX, Karl Larenz, quien afirma que más que de métodos 
hay que hablar de elementos metódicos; todos los elementos deben ser convocados para llegar a la 
verdad. 


En definitiva, al decir que cuando la letra de la ley es clara no se desatenderá su tenor para 
convocar su espíritu ya se incurre en un doble error. En primer lugar, el Código Civil no habla de la letra 
sino del sentido de la ley y, por otro lado, quedarse con ese brocardo fantástico y decir que cuando hay 
claridad no se necesita interpretación es de una arrogancia y de una soberbia intelectual que el 
legislador permite. Se podrá decir que hay claridad al final de la tarea de investigación, pero no al 
principio. 


Esta comisión entiende que acá está prevaleciendo la contextualización de la norma y, 
fundamentalmente, el respeto a lo que se conoce como la finalidad de la ley. No voy a entrar en la 
discusión de la actividad subjetiva del legislador de carne y hueso o de la objetiva que es la que tiene 
más predicamento, del método teológico objetivo, sino directamente —para evitar pérdidas de tiempo— 
en la finalidad de la ley. Esta ley fue pregonada a todos los vientos como de inclusión financiera y con 
finalidades específicas establecidas en lo que se conoce como trabajo parlamentario; me refiero al 


trabajo de comisión, que es el más productivo porque es un campo reducido donde la gente trabaja con 
más precisión, y por supuesto a la discusión parlamentaria. Está claro que también incluyo al eventual 
proyecto de ley del Poder Ejecutivo en su caso, pero en esta ley hay tres pilares fundamentales: más 
seguridad en la población y el comercio, la formalización de la economía combatiendo la evasión y el 
control sobre el lavado de dinero y el financiamiento del terrorismo. 


Por lo tanto, luego de lo que he leído, si la interpretación es que se permite manejar las 
operaciones de porte en efectivo se viene abajo toda la finalidad de la ley. ¡Los tres apotegmas de la 
ley se vienen abajo! 


De paso digo —como profesional escribano— que esta ley va a la verdad de la situación lo 
dijimos ayer en la comisión de la Cámara de Representantes y ya lo había mencionado en un 
naufragado proyecto de ley el señor representante Gandini-; cuando no se trabaja con dinero físico se 
termina con toda esta historia del lavado de activos. ¿Por qué? Porque todo el dinero que circula —el 
que no es físico, el que no es el de la famosa valijita- viene del sistema financiero. El sistema 
financiero, obligado por la disciplina de la ley de intermediación financiera, con la dirección y el control 
del Banco Central del Uruguay, debió controlar por qué y quién ingresó el dinero a ese sistema. Por 
ello, convocar a un grupo de profesionales que no están capacitados ni tienen los medios idóneos y 
transformarlos, como dijo el doctor Gonzalo Fernández, catedrático en derecho penal, en 
sospechadores profesionales, en espías de sus clientes, es la negación de lo que corresponde en un 
sistema de derecho. Reitero, con esta ley aplicada como corresponde, no debería seguir esta ordalía a 
que están sometidos los escribanos en materia de búsqueda de sujetos que eventualmente puedan 
estar trabajando con dinero llamado «de lavado». El dinero en sí mismo no puede ser de lavado o no 
lavado, sino que es de alguien. En el tema que nos convoca, el dinero que circula por la vía de la 
bancarización es de las instituciones de intermediación financiera. 


Por ello, distinguidos senadores, esta es la enorme preocupación que tiene nuestra Asociación 
de Escribanos del Uruguay. Como juristas y con la responsabilidad del caso, nos permitimos hacer esta 
pequeña alocución. 


Muchas gracias. 


SEÑORA RAMÍREZ.- Tenemos mucho para decir. El doctor Adolfo Gelsi Bidart -que fue decano de la 
Facultad de Derecho- decía que los juristas no debemos ser meramente repetidores de normas, sino 
que tenemos que convocarnos a otras tareas. Una tarea fundamental a la que está abocada la 
Asociación de Escribanos del Uruguay es la defensa del Estado de derecho y la defensa de los 
derechos individuales de las personas. Justamente, como estamos comprometidos con esa tarea, 
concurrimos en el día de hoy a esta comisión. 


Fuimos al Ministerio de Economía y Finanzas —como señaló quien me antecedió en el uso de 
la palabra— y allí planteamos nuestra posición y la situación real del país, es decir, cómo se está 
viviendo en cada uno de los lugares del interior profundo la temática que nos ocupa. Como 
profesionales del derecho y comprometidos con esta tarea incansable, a través de las filiales que 
tenemos en todo el interior del país, nos damos la oportunidad de ver cómo se están aplicando en la 
práctica las diversas leyes. Por ello nos reunimos en la Asociación de Escribanos del Uruguay y 
compartimos todas las experiencias. Por tal motivo hoy nos acompañan presidentes y directivos de las 
distintas filiales del interior del país; queremos mostrarles de primera mano qué es lo que está 
sucediendo porque todavía no están dadas las condiciones para que esta ley se ponga en práctica. 


SEÑOR ESPINOSA.- Soy escribano del departamento de Treinta y Tres. A esta altura de mi vida nunca 
imaginé estar reunido con ustedes, por lo que sinceramente para mí es un privilegio compartir este 
tiempo con los señores senadores. 


Antes de ser escribano, hace muchos años, fui llamado a una profunda vocación de servicio 
en la ciudad y trabajamos en la restauración de vínculos familiares y cobertura de niños. Realizamos 
una actividad en un barrio carenciado de Treinta y Tres. Realmente, eso es lo que nos ha motivado a 
trabajar, a través de la Asociación de Escribanos del Uruguay, que es una institución conciliadora, que 


da seguridad jurídica, que es para acercar y no para alejar, en tiempos en que hay tanta polarización 
en tantos sentidos. En consecuencia, nosotros realmente nos sentimos muy satisfechos de poder 
trabajar en esos dos planos: por un lado, en el de servicios con la gente —no soy político y nunca lo fui, 
pero estamos muy cerca de la gente-— y, por otro, sirviendo a través de esta profesión que mucho me 
enorgullece. 


En cuanto a la parte técnica uno elogia a los colegas de la capital porque trabajan justamente 
para brindar mayores seguridades jurídicas, pero quiero hablar sobre el aspecto práctico, lo que se 
está viviendo con toda esta temática de la Ley de Inclusión Financiera en el interior del país y 
específicamente en Treinta y Tres. Me parece importante que los señores senadores sepan que esta 
ley, en realidad, está siendo inaplicable en el interior del país. Voy a tratar de exponer brevemente lo 
que está pasando en mi localidad, pero también ocurre en otros departamentos vecinos, tal como lo 
hemos conversado con otros colegas. 


Hay gente a la que le está costando muchísimo adaptarse a este esquema, a esta nueva 
estructura; en mi opinión, requiere tiempo, es decir, no puede ser aplicada de un día para el otro. Nos 
damos cuenta de que hay necesidad de atender circunstancias puntuales y claras en el interior. Sin 
duda, esta prórroga de los artículos 35, 36 y 39 a 43 debe instrumentarse por ley —así lo entendemos— 
y, tal como lo he planteado en la directiva, es insuficiente que sea hasta diciembre de este año, porque 
faltan muchas condiciones para que esta ley pueda ser aplicable. Venimos prórroga tras prórroga con 
toda la incertidumbre que se genera para los profesionales y para la gente. 


Pensemos en una situación puntual. Hace unos días concurrí al Banco República de Treinta y 
Tres porque un cliente tenía necesidad de comprar una casa. Trabaja como ganadero, no tiene 
contador, siempre se manejó en base a las normas del buen uso y costumbres rurales. Tenía que abrir 
una cuenta. Los empleados del banco le dijeron que tenía que ir a las 10:30 de la mañana y el horario 
de atención al público es de tarde. Debía hacer una cola para retirar un número, pero solo entregaban 
cuarenta; de lo contrario, podía agendarse por Internet. Es un hombre que conozco desde hace 
muchísimos años. Por supuesto que los escribanos siempre procuramos adecuarnos a las 
circunstancias para el buen y fiel cumplimiento de las leyes. Resulta que este hombre vino de tarde por 
mi escritorio a plantearme que esto era imposible, ya que había que hacer una cola de mañana para 
sacar número o, si no, agendarse por Internet. Hablé con el gerente del banco de Treinta y Tres y me 
explicó que no tienen personal para brindar la atención adecuada y debida a esta gente que necesita 
abrir cuentas, aparte de los demás requisitos que deben cumplir, como asesorarse con un contador 
para hacer un estado contable. 


No sé si los señores senadores comprenden lo que quiero decirles. Esta es la realidad: 
tenemos esta problemática todos los días. Hay zonas del interior del departamento en las que el Banco 
República está teniendo cada vez menos actividad: Vergara, Cerro Chato, Santa Clara, tres localidades 
de Treinta y Tres que funcionan tres veces por semana. Por supuesto que no pueden cubrir todas las 
necesidades de una localidad en relación con la actividad bancaria que se desarrolla. 


Los cajeros son contados con los dedos de la mano y no siempre funcionan. Tenemos una 
problemática real que se ve agravada por lo que, a mi entender, es un atentado contra la libertad 
individual. Me refiero a que una persona, siempre y cuando no sea profesional, puede cobrar en 
efectivo, pero nosotros, por ser profesionales, no podemos cobrar nuestros honorarios en efectivo, 
cuando todos sabemos —sobre todo, quienes conocen Treinta y Tres- que la característica del 
departamento es la humildad económica. Entonces, pretender que se haga un depósito o una 
transferencia bancaria o que consiga un cheque para pagar, de pronto, $ 500 u $ 800, me parece 
totalmente irracional. Quiero ser sincero: ha entrado un descreimiento en la gente. En el interior uno lo 
puede palpar y percibir. A la gente no le gusta este tipo de imposiciones que se producen. 


En ese sentido, no estoy en contra de toda esta estructura planificada y programada por la ley, 
pero sí estoy en contra de este apuro por pretender sacar cosas que me parece —principalmente en el 
interior— que llevan tiempo. 


Quiero transmitir que hay muchos aspectos de esta ley que son inaplicables. ¡Son 
inaplicables! Por lo tanto, tiene que haber —por lo menos desde el Parlamento— un interés por procurar 


que esto se pueda llevar a la práctica para que, en definitiva, se cumpla con la finalidad para la que fue 
creada la ley. 


Es cuanto quería decir. Reitero que para mí es un privilegio estar aquí con los señores 
senadores. 


SEÑOR CÍTERA..- Represento a la filial de Rocha de la Asociación de Escribanos del Uruguay. Gracias 
por atendernos en el día de hoy. 


Para nosotros, como técnicos juristas, es un honor estar aquí en la casa de las leyes, pero no 
tan simple sino muy especial. No estamos ante cualquier organismo o institución estatal, sino ante la 
que veneramos. Cuando éramos jóvenes y estábamos en la universidad leíamos textos de nuestros 
maestros y ellos estaban en el Parlamento. Queremos que entiendan que para nosotros esta no es una 
charla con una institución estatal más, sino con la más sagrada en nuestro corazón. 


Aquí estamos haciendo un pedido desde el punto de vista técnico. Este no es un reclamo 
gremial —como decía excelentemente el escribano Molla—, sino el pedido de once representantes, 
evidentemente con posturas individuales partidarias diferentes. ¿Cómo puede ser que los once 
estemos de acuerdo en temas técnicos? Hay algo que se cae de maduro; hay algo que está claro. 


Este no es un tema gremial. No venimos a reivindicar nada nuestro, nada particular. Lo que 
sucede es que nosotros trabajamos con el derecho. No se confunda que, como trabajamos con el 
derecho, queremos hacer un reclamo particular, ideológico, partidario ni mucho menos. 


Acá estamos hablando del derecho. Ya lo mencionó el escribano Molla y no hace falta agregar 
ni una palabra más. 


Entendemos que los señores senadores deben estar acostumbrados a recibir gremiales que 
vienen a reivindicar derechos, pero este realmente no es el caso. Permítannos el derecho de la duda. 
Este no es el caso. Somos un grupo de técnicos que vienen a decirles: «Señores, se les está rajando la 
pared y nos parece que puede haber una solución de una forma u otra». Nada más. Esto es porque 
tenemos las herramientas y el conocimiento. Humildemente, desde nuestro lugar, hemos solicitado 
esta audiencia para intercambiar ideas —así figura en el orden del día— acerca de la ley de inclusión 
financiera. 


Entendemos la necesidad actual y contextual de llevar todo a un punto de vista económico, 
financiero. Lo comprendemos y no nos pronunciaremos al respecto porque no es nuestra misión y no 
nos corresponde. Es más, la Asociación de Escribanos del Uruguay —prestigiosa institución de nuestro 
país, en sus 142 años de vida, jamás, ni directa ni indirectamente, se pronunció de forma política. 
Nunca lo hizo en 142 años de vida y no lo haremos ahora. Técnicamente sí nos expedimos y esta es 
una oportunidad. 


Nosotros comprendemos la necesidad de llevar todo al punto de vista económico, monetario, 
porque hoy en día todo es dinero, pero esta es la casa de las leyes y cada vez se parece más a la 
Bolsa de Valores. Todo es dinero: si anda bien económicamente, entonces, tiene que funcionar. Pero 
acá se hacen leyes y nosotros intercambiaremos ideas y podemos decirles: «Nos parece que acá 
podemos tener un camino que nos lleve a la solución». Este es un trabajo en equipo, nosotros estamos 
para colaborar y aportar los conocimientos que tenemos. 


Voy a contar una pequeña anécdota. En el año 1516, Juan Díaz de Solís vino acá y, ¿saben 
con quién vino? No vino con un economista, sino con un escribano. ¿Por qué? Por algo será. Y, 
¿saben qué estaban haciendo? Salieron a conquistar el mundo y, ¿con quién fueron? Con un 
escribano. El imperio mandó a Juan Díaz de Solís a conquistar el mundo, pero no fue con un 
economista ni con un contador —lo digo con todo respeto porque en mi familia hay economistas—, sino 
con un escribano. Esta es la realidad y por eso la importancia de nuestra tarea. La riqueza patrimonial 
del Estado radica en nuestros protocolos, pero los necesitamos a ustedes para trabajar. A nosotros no 
nos interesa ni es nuestro menester implicarnos en la tarea legislativa de opinar si está bien o mal el 


contenido; simplemente, vamos a aplicar lo que ustedes digan. Por supuesto, vamos a aplicarlo, pero 
esta Ley de Inclusión Financiera no podemos aplicarla. Estamos acá para trabajar en equipo y ver 
entre todos de qué forma podemos trabajar en conjunto. 


Con respecto a la Ley de Inclusión Financiera, más allá de los artículos en cuestión, quiero 
resaltar lo que comentó el escribano Espinosa, en el sentido de que vulnera el derecho carísimo de 
nuestra libertad, del cobro de nuestros haberes y de cualquier otro profesional y núcleo social laboral 
que mañana establezca la ley porque, capaz que mañana la ley nos saca a los escribanos o a los 
profesionales pero incluye a otro grupo y nosotros también vamos a alzar nuestra voz para decir que 
eso no es constitucional. 


Últimamente las leyes emanadas de este Cuerpo han cometido abusos de institutos de 
derecho como el de las nulidades —como señaló el escribano Molla—, el instituto del orden público. 
Parecería que está de moda establecer que cualquier ley es de orden público y también que, ante 
cualquier situación de duda, se determina la nulidad absoluta. Ahora, el nuevo galardón que va a estar 
de moda —tal como nos adelantaran ayer en la comisión respectiva de la Cámara de Representantes— 
es la declaración de interés general. 


Es algo gradual: primero establecer que una ley es de orden público; ahora, si se cae de 
maduro que no lo es, se determina la nulidad absoluta y, en caso de que esta tampoco se pueda 
sostener, se instaura la declaración de interés general. Lamentablemente, señores senadores, no 
podemos tapar el sol con la mano; por más que declaremos que una ley es de interés general, no es 
una etiqueta que le pongamos a la ley «interés general» y de esa forma limitamos derechos 
constitucionales. No, no se puede porque para que una ley sea de interés general —tal como versa en 
varios trabajos doctrinarios de nuestro derecho y de derecho comparado- se precisan requisitos que 
esta ley no tiene ni tendrá. El criterio es que en el derecho individual tiene que ser menor el daño al 
beneficio que se da en sociedad, y tiene que ser para la sociedad toda y no para un individuo o un 
grupo. Consideramos que estas limitaciones a la libertad realmente vulneran principios republicanos y 
democráticos, que son graves y discriminatorios porque estamos segregando por actividad profesional. 


SEÑOR MOLLA.- Quiero hacer una pequeña apreciación. 


En mi intervención dije que ya hay un escenario divido en lo que es la forma como se ha 
tomado la prórroga por decreto. El decreto cuando es ilegal no obliga al juez —no puede hacerlo con la 
ley, que solamente puede ser declarada inconstitucional por la Suprema Corte de Justicia— y este 
puede entender que es ilegal y aplicar la ley. Esto no es nuevo. Voy a citar un caso en el que yo opiné 
de una manera y la jurisprudencia tomó otro camino, adoptando la posición mayoritaria. Con las 
anteriores leyes de usura —no la actual-, que definió el tema y los intereses moratorios que integran la 
situación de usura, es decir, lo que se genera a raíz del incumplimiento de las obligaciones sostuve, 
acompañado ni más ni menos que por el eminente profesor de derecho comercial Siegbert Rippe, que 
la usura no convocaba la situación de incumplimiento y, por lo tanto, los intereses moratorios no 
estaban comprendidos en la disciplina de la usura. El Poder Ejecutivo había decretado, a través de 
distintas disposiciones y en particular del decreto, que los intereses moratorios no se tenían en cuenta 
a los efectos de la usura. Pues bien; toda la jurisprudencia o, por lo menos, la mayoritaria interpretó la 
ley “para mí equivocadamente, por eso hay que contar las que se ganan y las que se pierden— que el 
decreto era ilegal y convocó a los intereses usurarios en situación de usura. ¿A qué voy? Acá la 
situación podrá ser de la misma manera. Puede suceder que en el devenir el juez que tome la causa 
entienda que el decreto es ilegal, aplique la ley a la situación concreta que está analizando y, en virtud 
de no haberse utilizado los medios de pago permitidos por la ley, sería justamente del tenor de la 
consecuencia que establece la ley. O sea que ahí sí, sin duda, hay una situación de nulidad absoluta. 
Reitero, si se emplea el dinero físico en las operaciones para las que la ley marca preceptivamente la 
utilización del medio de pago electrónico, no hay ninguna duda de que la situación es de nulidad 
absoluta. Esta es la gravedad que tiene el caso y por eso nos permitimos reiterar nuestra 
preocupación. 


Disculpen la interrupción. 


SEÑOR MACHADO..- En diciembre estuve en este recinto como técnico y hoy vengo en calidad de 
dirigente gremial porque soy el vicepresidente de la Asociación de Escribanos del Uruguay. Por lo 
tanto, no voy a hacer referencia a detalles técnicos sobre los que hablarán los integrantes del instituto. 
Hoy somos miembros electos de la asociación y cumplimos otra función. 


Más allá de eso, quiero señalar que, como toda ley de la significación que tiene esta que 
produce un cambio tan importante en la vida de la sociedad, los señores senadores y el Poder 
Ejecutivo no pueden prever de antemano todos los inconvenientes que se van a dar cuando baje a la 
cancha. No sé si soy claro, pero una cosa es elaborar algo en el plano teórico y otra es llevarlo a la 
cancha. 


Han surgido muchos problemas, que son los motivos de la prórroga y 

aparecerán muchos más. Lamentablemente, tengo que decirles que seguramente van a tener mucho 
trabajo sobre este tema porque, a medida que surjan los inconvenientes, tendrán que salir como 
bomberos a apagar incendios y corregir sobre la marcha, pero es natural que eso pase. Las 
correcciones más urgentes sobre las que habíamos conversado en diciembre ya están plasmadas en 
un proyecto de ley que el señor senador Heber tuvo la gentileza de presentar. Entendemos que no 
solucionamos todo con ese proyecto de ley. Compartimos en su gran mayoría lo que dijeron los 
técnicos y pensamos que surgirán otros temas con el transcurrir del tiempo. De todas formas, 
consideramos que en esa iniciativa están aquellas cosas sin las cuales no podemos trabajar. Si los 
escribanos estamos trabados para hacer un montón de contratos, paralizamos la economía nacional. 
De eso trata el proyecto de ley. Sin perjuicio de ello, seguiremos estudiándolo a medida que surjan más 
inconvenientes. 


Respecto a la prórroga, ayer presentamos un proyecto. En definitiva, es lo mismo que 
habíamos acordado con ustedes en diciembre. Tiene el mismo texto; simplemente cambiamos las 
fechas. Creo que ustedes tienen una iniciativa similar presentada, si no me equivoco, por el señor 
senador Bordaberry. Nos da lo mismo que se apruebe cualquier proyecto de prórroga; lo que no 
queremos es que se produzca ese lío en la calle. 


Lo último que dijo el profesor Molla es muy ilustrativo. Ayer en la Cámara de Representantes 
puse el ejemplo de la inscripción de una hipoteca en el registro. Esta ley no permite inscribir una 
hipoteca en el registro. Por lo tanto, la inscripción es ¡legal si la hace registro, más allá de que, como 
depende del Ministerio de Educación y Cultura, puede ser que se vea obligado a hacerla de hecho. De 
todas formas, esa inscripción se tiene que tener por no hecha. 


Asimismo, si un banco presta dinero y esa inscripción no hace nacer el derecho real porque 
no es verdadera, puede pasar que el deudor no le pague al banco y que este quede sin herramientas 
para reclamar su crédito. Los bancos no van a querer aplicar ese decreto que prorroga y por eso es 
necesario que esto salga por ley. 


Ayer planteaba que, dada la fecha en que estamos, es decir, muy cerca del 1.* de julio cuando 
entran en vigencia los artículos 35, 36, 40 y 41, habría que agregar un inciso segundo que está en el 
proyecto que nosotros presentamos, que dijera que entra en vigencia el 1* de julio; de lo contrario, 
vamos a tener un período ventana, como nos pasó a mediados del año pasado. 


El tema viene por ahí; no quiero ahondar más en el punto. Simplemente digo que quedo a 
disposición de los señores senadores todas las veces que me requieran. Sabemos con esto vamos a 
tener inconvenientes más adelante. Tenemos conocimiento de que ustedes estaban de acuerdo en 
hacer estos cambios porque lo hablamos. Hoy no está presente el señor senador Mujica pero también 
me manifestó que estaba a favor. 


Por lo tanto, vamos a empezar por subsanar lo más urgente. Obviamente, si podemos hacer 
más, mejor. Sería muy bueno solucionar el tema del efecto cancelatorio, que muy bien planteaba el 
profesor Molla, en el sentido de que no debería tener el mismo régimen una transferencia bancaria que 
una tarjeta de crédito con la que uno paga un par de zapatos. 


SEÑORA RAMÍREZ.- Gracias por el tempo que nos han dedicado. Sabemos que hemos hablado 
extensamente. 


La Asociación de Escribanos del Uruguay no va a llamar al notariado nacional a incumplir con 
la ley, pero no queremos dejar pasar esta instancia para señalar también nuestra disconformidad con 
ella. 


Como profesionales del derecho somos defensores de los derechos humanos. Al respecto, 
hay un derecho humano fundamental que está siendo vulnerado con esta Ley de Inclusión Financiera: 
el derecho a la intimidad. Este derecho se está perdiendo con todos los negocios concadenados de los 
que hablaron mis compañeros —hemos dado batalla respecto a que cada ciudadano de la República 
Oriental del Uruguay tiene que desnudarse frente a instituciones financieras y ante cada uno de los 
profesionales del derecho compartiendo lo que gana, su intimidad-— y este sistema de trazabilidad que 
en algunos momentos compartíamos para el ganado, ahora se nos va a aplicar a nosotros, los seres 
humanos. ¿Hasta dónde va la inclusión financiera? Puede ser que mañana cuando pasemos la tarjeta 
o hagamos algún pago por medios electrónicos, tengamos que hacer un aporte al partido político al 
que pertenecemos y, de esa manera, se diluya el tema del voto secreto, o puede ser que 
pertenezcamos a una iglesia o a una filosofía determinada y también se diluya eso por el tema de la 
trazabilidad. 


Dentro de poco se va a conmemorar el natalicio de José Gervasio Artigas que decía: «Mi 
autoridad emana de vosotros y ella cesa por vuestra presencia soberana». El pueblo uruguayo está 
pidiendo que el Parlamento nacional recapacite porque hay libertades que se van a perder. Sabemos la 
necesidad que tiene el país de obtener el grado inversor, de estar en listas blancas y no en listas grises 
O negras pero, ¿a qué precio? Sabemos de esas necesidades, pero cuando se adoptan medidas hay 
principios fundamentales como la racionalidad y la proporcionalidad; las libertades deben seguir 
existiendo. Hay países que tomaron otro camino y le dieron la opción al ciudadano de elegir si quería 
estar dentro del mecanismo de la inclusión financiera. 


La libertad es un principio fundamental y los ciudadanos tenemos ese derecho. Cuidado 
también con las tasas elevadas porque al pueblo uruguayo le van a costar. Mucho se ha dicho con 
respecto a que los escribanos cobramos el 3 % de los honorarios. ¡Vaya si eso es pesado para la 
población! Pero, ¿cuánto lleva el trabajo de un escribano que controla Banco de Seguros del Estado, 
OSE, contribución inmobiliaria y tantas otras cargas? Le servimos al país y a la seguridad jurídica. Sin 
embargo, ese porcentaje ha sido cuestionado y criticado. Imaginen lo va a sufrir la población uruguaya 
con los aranceles tan altos que se vienen. 


En defensa de esos derechos, la Asociación de Escribanos del Uruguay está acá en el día de 
hoy porque hay medidas que se pueden adoptar con racionalidad y proporcionalidad. 


Muchas gracias. Con libertad no ofendemos ni tememos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo que se planteen preguntas y discutir el tema después que se vaya 
la visita. Les recuerdo que hay cuatro proyectos vinculados a la temática. 


SEÑOR CAMY.- No voy a formular preguntas, sino que deseo hacer una consideración después de 
haber escuchado a la Asociación de Escribanos del Uruguay. Todos los que hablaron han sido muy 
claros, elocuentes y contundentes desde el punto de vista de su capacidad técnica y jurídica. 


Es una profesión que, desde la historia y la tradición, ha definido un concepto social. Los 
ciudadanos la identificamos con la parcialidad, la prudencia y el sentido de la ética. Quienes vivimos en 
el interior de la república depositamos en esa función, incluso desde la historia y la costumbre, tareas 
que tal vez no se desarrollan en la capital y quizás por eso se padecen algunas cosas que con sentido 
de importancia magnificada planteaba algunos de los notarios del interior. 


Voy a honrar, señor presidente, lo que ha solicitado y al no tener preguntas prefiero hacer la 
exposición después que se retire la delegación, que es la costumbre de la comisión. 


Quiero dejar sentado ante la Asociación de Escribanos del Uruguay que su opinión es 
realmente de singular valor e importancia en el tratamiento de estos temas; como profesionales del 
derecho están facultados legalmente en temas como la seguridad jurídica. Como las versiones 
taquigráficas son públicas, después sabrán lo que opinamos, pero queremos agradecer especialmente 
la opinión y el énfasis con que se han expresado. 


También me hago eco de la opinión que los escribanos del interior del país —que están muy 
bien representados aquí- nos han hecho llegar, porque creo que estos instrumentos están afectando — 
se ha descrito muy claramente-— la vida práctica y cotidiana, fundamentalmente de aquellos ciudadanos 
que vivimos con determinadas costumbres en el interior más lejano de la capital. 


SEÑOR BERTERRECHE.- En primer lugar, quiero agradecer la comparecencia de la Asociación de 
Escribanos del Uruguay y su presentación, que escuchamos con atención a pesar de que no estamos 
ungidos por los laureles de la ciencia jurídica y del derecho, aunque sí tenemos métodos, pues 
venimos de la ciencia dura de la biología, las matemáticas y la física. Como tenemos método, antes de 
que el profesor Molla hiciera la aclaración, me cuestionaba dónde se resuelve eso si hay un decreto 
que es ilegal. Insisto en que no estoy ungido por los laureles de la ciencia del derecho, pero me parece 
que lo define la Justicia, no el Parlamento. Solamente quería decir esto como aclaración y lo pregunto 
con humildad. 


Por otra parte, por la profusa adjetivación de lo que se planteó, tomé anotaciones y me 
parece que hay muchas cosas que son de recibo y entendibles, pero quiero hacer algunas referencias. 
En la convocatoria se habla del propósito de intercambiar ideas acerca de la Ley de Inclusión 
Financiera. Por lo menos de una parte se señalaron muchas ideas, que son atendibles. Hay que 
estudiarlas y escuchar también al Poder Ejecutivo, pero quiero que queden claros algunos detalles. 
Como método, entre otros, utilizo la dialéctica hegeliana. Ya los filósofos griegos hablaban de que el 
camino que sube también es el camino que baja. Por lo tanto, la realidad no es una, no es «la 
realidad», sino que es la que se observa desde la visión que uno tiene. En esa dialéctica debemos 
generar la síntesis a partir de las distintas visiones de la realidad existentes. 


Me parecen interesantes los planteos, que hay cosas vinculadas a este proyecto de ley y a 
otros que vamos a tratar, pero también tengo algunas diferencias. Hoy muchas veces se termina 
legislando por la vía de la interpretación de las leyes y me parece correcto. Legisla el Poder Judicial, a 
veces confrontando con uno de los poderes del Estado y tirando a la papelera a Montesquieu. Creo 
que también debemos tener cierta limitante a la hora de la interpretación de lo que se hace en esta 
casa, con aciertos y con errores como en cualquier ámbito de la sociedad humana. 


Era cuanto quería manifestar. 


SEÑOR HEBER.- No voy a plantear preguntas; solamente quiero decir lo siguiente. Ahora estamos 
frente a la urgencia de la fecha y lo que tenemos que votar es la prórroga. Después de eso, tendremos 
tiempo de discutir y llamar al Poder Ejecutivo para analizar estos artículos. 


Me parece que el proyecto que plantea la Asociación de Escribanos del Uruguay —en atención 
al artículo 2.* que incorpora— es mejor que el que presentó el señor senador Bordaberry aunque va en 
la misma dirección. Considero que ante la inseguridad jurídica y la interpretación diversa que puede 
haber sobre la implementación del decreto, lo mejor es la ley. Reitero, lo mejor es la ley. Nosotros no 
deberíamos entrar a una discusión de si el decreto sí o el decreto no. La ley aclara la situación y nos da 
tranquilidad. Por lo tanto, simplemente hago el comentario de que lo urgente ahora es la prórroga. 
Después vamos a tener tiempo de analizar lo que yo presenté y las redacciones que me sugirieron 
varios escribanos amigos, pero ahora no tenemos tiempo. La prórroga es lo importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una consideración vinculada al proyecto que nos trajo la 
asociación como alternativa, que consta de dos artículos. El primer artículo dice que la ley va a entrar 
en vigencia el 1.” de julio de 2017 y el segundo habla de la prórroga. Por secretaría me dicen que en el 
artículo 1. hay que corregir la fecha. De acuerdo al artículo 1. se prorroga la entrada en vigencia 
hasta el 1. de enero de 2018 de acuerdo a lo previsto en los incisos primero y último del artículo 35, y 


de los artículos 36, 40, 41 de la Ley n.2 19210, sancionada el 29 de abril de 2014 en la 
redacción dada por la Ley n.* 19478, de 5 de enero de 2017, y no del 29 de diciembre de 2016. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO..- En esta sesión de trabajo la presencia de la Asociación de Escribanos 
del Uruguay es muy importante. Es claro que no vienen a hacer una demanda gremial, sino a hacer 
observaciones técnicas que son bien recogidas por la comisión que, además, está considerando varios 
proyectos de ley sobre este asunto que nos preocupa. La comisión entiende que estas demandas no le 
son ajenas, son legítimas y nos ayudan a agilizar la discusión. Hay dos o tres proyectos para estudiar 
la prórroga. Como bancada de gobierno queremos decir que vamos a hacer algunas consultas porque 
nos llegaron varios informes en el mismo sentido de lo que plantea la asociación. Este es un tema 
legal, jurídico, pero nos vamos a manejar con la mayor celeridad posible porque hace al ejercicio 
práctico de su profesión. No queremos que tengan dificultades en las gestiones que tienen que realizar 
con sus clientes. 


SEÑOR AMORÍN.- Es un gusto que nos visiten para conversar de estos temas que seguramente 
manejan mucho mejor que nosotros. Es bueno que nos expliquen cómo ven la práctica. Estas son 
leyes complejas y de difícil aplicación. Creo que va a llevar mucho tiempo que se puedan aplicar en 
profundidad y eso hace que vayamos de prórroga en prórroga. Eso es lo que pasa con este tipo de 
leyes. Hay algunos puntos que tienen que ver con el futuro de la ley y hay otros que sí son urgentes 
por los plazos que tenemos y necesitamos las prórrogas. Me parece que la Asociación de Escribanos 
del Uruguay estuvo muy acertada al presentar este proyecto de ley con dos artículos que explican 
cuándo entraría en vigencia a diferencia de lo que se plantea en el proyecto de ley del señor senador 
Bordaberry. Creo que este es un tema que tenemos que discutir. 


SEÑOR MOLLA.- Ante lo que planteaba el senador Berterreche quisiera decir que comparto sus 
consideraciones y, quizás, en un marco totalmente teorético, él tiene la suerte de tener una disciplina 
que es indiscutiblemente ciencia porque tiene la posibilidad de comprobar mediante la experiencia los 
resultados o, en definitiva, las investigaciones. El derecho se ha discutido, justamente, si es ciencia o 
no. El gran profesor Carnelutti lo sostiene pero reconoce algo que va en lo que decía el senador y es 
que el utensilio de que dispone el jurista es menor que su razonamiento. Y ahí está la posibilidad de 
incurrir en errores. 


El senador mencionó algo muy importante, lo cual se ubica en este momento en una gran 
discusión que está instalada a nivel del conocimiento jurídico y es la dirección que debe tomar la propia 
actividad en cada terreno de los operadores jurídicos, fundamentalmente, de los jueces. El senador 
habló de la eventualidad de un juez legislador. Es cierto, hay tendencias y autores de derecho 
anglosajón que están en esa línea, la cual no comparto. 


Lo que mencionamos con respecto al método no es una manifestación de arrogancia, sino 
simplemente de utilización de un procedimiento que permite llegar a la verdad de la situación. Era 
simplemente eso. Por ello, reitero, de lo que se trata es de si de acuerdo con el método que establece 
la ley, es susceptible o no de determinadas situaciones, es acertada o no. 


Con respecto a quién declara la ilegalidad, eventualmente lo va a hacer un juez, pero de lo 
que se trata, como dijeron los restantes integrantes de la comisión, es prevenir y esa es una tarea de 
todos. Prevenir es la más difícil. Después, la tarea contenciosa, el litigar, es parte de las circunstancias. 


Por último, la comisión interdisciplinaria presentó un proyecto de fondo en el Ministerio de 
Economía y Finanzas. Ese proyecto, de acuerdo con lo que dijo la presidenta, es la voz oficial de la 
Asociación de Escribanos del Uruguay. Otro proyecto que se haya presentado —con el esfuerzo 
correspondiente—, es un tema de cada uno. Con responsabilidad decimos que en algún otro proyecto 
detectamos errores, los cuales no son atribuidos a nuestra labor. Nuestro trabajo —con errores que 
puedan detectarse— está esbozado en el proyecto presentado por la comisión interdisciplinaria de la 
Asociación de Escribanos del Uruguay al Ministerio de Economía y Finanzas. Esto lo digo para no 
seguir trabajando en situaciones fangosas que provoquen otros errores. Por tanto, hay que trabajar en 
positivo. 


SEÑORA AYALA.- Antes que nada les agradezco a todos por la información brindada, pero quiero 
hacerlo en particular a la escribana Cianciarulo porque fue muy clara y concisa. Creo que son puntos 
que debemos discutir. En lo personal me llegó mucho porque es la primera vez que estoy en este 
ámbito, en donde estoy aprendiendo muchísimo. Entonces, cuando alguien es muy concreto y marca 
bien los puntos, a quienes estamos incursionando por primera vez en el tema de las leyes nos hace 
más fácil el trabajo. 


Varios de los presentes somos del interior y conocemos muy bien la realidad del interior 
interior, de los pueblos más chicos, pero hay una cosa que creo que todos debemos tener claro. Este 
es un proceso que se inicia y, como todo, vamos a necesitar realizar más prórrogas. Como todo 
proceso, tiene sus cosas buenas y malas, como también las propias resistencias que como seres 
humanos ponemos a los cambios que se van dando. 


Nuevamente, agradecemos vuestra visita y tomé nota de lo que manifestaron en general. 


SEÑOR GIADAMIAN.- En cuanto al tema de la realidad, tenemos clarísimo que no hay una única 
realidad, sino que cada persona y cada profesión tienen su propia realidad, pero tenemos la obligación 
de plantearles a los legisladores la situación de nuestra profesión, pues representamos a un gremio de 
casi 8000 trabajadores. Estamos inmersos en una situación de incertidumbre bastante complicada, 
porque la gente entra en psicosis, llegan los plazos y no sabemos cómo actuar porque tampoco se ha 
dispuesto un lineamiento, sino que cada institución adopta diferentes resoluciones, tal como ocurre con 
el Banco Hipotecario y el Banco República. De modo que, esto entorpece nuestro trabajo —nosotros no 
sabemos cómo actuar- y el de todos. 


Por tanto, no es que nos enfoquemos solamente en nuestra realidad, sino que entendemos la 
realidad de todos, pero queremos poner de manifiesto nuestra posición. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia a la delegación y sus aportes han sido muy útiles. 


La comisión había previsto, ya en la sesión del jueves pasado, la confección de una 
recopilación —agradecemos a la secretaría—- de la ley original, las modificaciones y los decretos 
vinculantes o las prórrogas correspondientes. Asimismo, la División de Estudios Legislativos del 
Parlamento ha elaborado un análisis del curso que ha tenido la evolución legislativa de la Ley de 
Inclusión Financiera, mediante el que asesora a la comisión sobre cómo instrumentar una prórroga. 
Además, estamos ante un decreto del 5 de junio, en el que se dispone una prórroga, tema que formó 
parte de la discusión de hoy. 


Una vez que se retire la delegación, la comisión se abocará al trabajo en este asunto, pues 
hay temas de fondo y temas de oportunidad. Empezaremos por los de oportunidad, dado que estamos 
contra reloj, y si se considera que esto se debe regular por vía legal, trabajaremos en ese sentido. 


Muchas gracias. 
(Se retira de sala la delegación de la Asociación de Escribanos del Uruguay). 
(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


—De acuerdo con lo conversado, la comisión realizará algunas consultas. En particular la 
bancada de gobierno al Poder Ejecutivo. 


En caso de que sea positiva la posibilidad de avanzar en una prórroga por ley, la comisión 
deberá celebrar una sesión ficta para considerar ese proyecto de ley y seguramente solicitar al Senado 
una sesión extraordinaria, para su votación. 


La comisión debe ponerse de acuerdo en el proyecto de ley a considerar. En principio sería el 
presentado por la Asociación de Escribanos del Uruguay, donde se establece la prórroga y la entrada 
en vigencia. 


¿Se está de acuerdo? 
SEÑOR GALLICCHIO.- Hay que ver si estamos de acuerdo con ese proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En caso de que esta tarde la comisión tenga una respuesta positiva 
presentaríamos un proyecto de ley de la comisión. 


(Apoyados) 
—No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 11:47). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


